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OPINIÓN Nº 013-2009/DOP
Entidad:
Superintendencia Nacional de Administración Tributaria (SUNAT)
Asunto:


Ampliación de la Opinión Nº 088-2008/DOP
Referencia:


Oficio Nº 020-2008-SUNAT/2B2000

____________________________________________________________________

1.
ANTECEDENTES


Mediante el documento de la referencia, la Gerente (e) Procesal y Administrativo de la Intendencia Nacional Jurídica de la Superintendencia Nacional de Administración Tributaria – SUNAT, solicita aclaración de la Opinión Nº 088-2008/DOP.
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad solicita que se le indique “si en concordancia con el Artículo 201º del Reglamento del TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, respecto al tiempo máximo del contrato de arrendamiento se aplica lo señalado por el Artículo 1688º del Código Civil, el cual ha previsto que éste no puede exceder de 10 (diez) años. Adicionalmente señala que cuando el bien arrendado pertenece a entidades públicas, el plazo no puede ser mayor de seis (6) años. Agrega dicho dispositivo que todo plazo o prórroga que exceda de los términos señalados se entiende reducido a dichos plazos”.

2.1.
Tal como se indicó en la Opinión Nº 088-2008/DOP, los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles pueden considerar un plazo original de hasta tres años, renovables por igual o menor plazo, de manera sucesiva, incluyendo una cláusula de resolución unilateral a favor de la Entidad. 


Cabe precisar que el Reglamento no ha previsto limitación en cuanto a las veces o al tiempo máximo en que puede ser ampliado este tipo de contrato.

2.2.
Ahora bien, por regla general, toda normativa especial debe ser aplicada a la materia específica que pretende regular. Sin embargo, durante la aplicación de una norma especial, puede advertirse ciertos vacíos o deficiencias que pueden ser integrados por la normativa general. En estos casos se configura la aplicación supletoria de la norma general por defecto de la norma especial.


En efecto, la supletoriedad implica la existencia de “(…) la norma uno, a la que le corresponde regular un hecho pero no lo hace, denominada suplida, y a la norma dos, que sí contiene una regulación para tal hecho, llamada supletoria”, las que comúnmente se conectan o vinculan a través de una remisión. La aplicación supletoria de normas está “condicionada a que no exista incompatibilidad de naturaleza entre los ordenamientos vinculados”
. 


Así, se entiende que la relación que conecta a ambas normas puede graficarse en la satisfacción que la norma general otorga a los vacíos legales originados en la norma especial.

2.3.
En este orden de ideas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1688º del Código Civil —norma general que resulta de aplicación supletoria a los contratos regulados por la normativa de contratación pública—, en los contratos de arrendamiento su plazo de duración determinada del mismo no puede exceder de diez (10) años.


Asimismo, dicho dispositivo legal establece que cuando el bien arrendado pertenece a entidades públicas o a incapaces el plazo no puede ser mayor de seis (6) años. 

Todo plazo o prórroga que exceda de los términos señalados se entiende reducido a dichos plazos.
2.4.
En ese sentido, los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles pueden considerar un plazo original de hasta tres años, renovables por igual o menor plazo, de manera sucesiva. Sin embargo, a efectos de determinar su extensión máxima se deberá tener en cuenta lo establecido en el artículo 1688º del Código Civil.
3. CONCLUSIÓN
En aplicación supletoria del artículo 1688º del Código Civil, los contratos de arrendamiento de bienes inmuebles celebrados por las Entidades del Estado pueden considerar un plazo original de hasta tres años, renovables por igual o menor plazo, de manera sucesiva, siendo el plazo máximo de duración del contrato no mayor de diez (10) años, y en el caso que el bien arrendado pertenezca a entidades públicas o a incapaces, el plazo máximo de duración del contrato no podrá ser mayor de seis (6) años.
Jesús María, 30 de enero de 2009
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